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1. No es posible imponer sanción de inhabilitación 
definitiva en los casos que se determine responsabilidad 
administrativa por la comisión de infracciones para las 
cuales la normativa prevé una sanción de multa.

2. El presente Acuerdo de Sala Plena entrará en 
vigencia a partir del día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial El Peruano.
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VOTO EN DISCORDIA DE LOS VOCALES
INGA HUAMÁN, ARTEAGA ZEGARRA, HERRERA 
GUERRA, ROJAS VILLAVICENCIO Y SAAVEDRA 

ALBURQUEQUE.

los suscritos respetuosamente discrepamos del 
voto en mayoría, tanto en el análisis realizado como, 
consecuentemente, en el criterio establecido para 
el propio acuerdo, en el sentido que el tribunal de 
contrataciones del Estado no puede aplicar sanción 
de inhabilitación definitiva cuando se determine 
responsabilidad administrativa por la comisión de una 
infracción sancionada por la normativa con una multa, aun 
cuando se cumplan con los presupuestos previsto en el 
literal c) del numeral 50.4 del artículo 50 de la ley.

Desde nuestra perspectiva, respecto a lo que es 
materia del presente acuerdo, no existe duda que 
deba conducir a interpretación alguna, y menos a la 
interpretación analógica; pues consideramos que, en 
estricta aplicación del principio de legalidad, la normativa 
ha establecido con claridad las consecuencias y las 
sanciones derivadas de la comisión de las infracciones 
administrativas en materia de contratación pública.

En efecto, la norma contenida en el numeral 
50.4 del artículo 50 de la ley, establece que las 
sanciones que aplica el tribunal son: a) la multa; b) la 
inhabilitación temporal, y c) la inhabilitación definitiva; 
no obstante ello, al momento de clasificar y distribuir 
las infracciones tipificadas en el numeral 50.1 en una de 
aquellas, solamente lo hace respecto de la multa y de 
la inhabilitación temporal, reservando la inhabilitación 
definitiva a la verificación o comprobación de una de 
dos circunstancias relacionadas con los antecedentes 
de sanción de un proveedor: i) que, en los últimos cuatro 
(4) años, ya se le ha impuesto más de dos (2) sanciones 
de inhabilitación temporal que, en conjunto, suman más 
de treinta y seis (36) meses; o ii) que ha incurrido en 
la infracción consistente en presentar documentos 
falsos o adulterados, a pesar de haber sido sancionado 
previamente por dicha infracción. como se puede 
advertir, la norma citada no ha previsto, como requisito 
o condición para imponer la sanción de inhabilitación 
definitiva, que el proveedor a quien se está siguiendo 
el procedimiento haya incurrido en alguna de las 
infracciones sancionadas con inhabilitación temporal.

la inhabilitación definitiva se ha previsto para 
sancionar al proveedor a quien se sigue un procedimiento 
sancionador, cualquiera sea la infracción que haya 
dado lugar al mismo, cuyos antecedentes se encuentre 
en alguno de los supuestos previstos en el literal c) del 
numeral 50.4) del artículo de la ley en concordancia con 
el artículo 265 del reglamento.

Siendo así, si en un caso concreto, la Sala constata 
que al proveedor (cuya responsabilidad es establecida en 
el procedimiento administrativo sancionador desarrollado, 
cualquiera que sea la infracción imputada), en los últimos 
cuatro (4) años, el tribunal ya le impuso tres (3) sanciones 

de inhabilitación temporal, las cuales suman más de 
treinta y seis (36) meses, automáticamente corresponderá 
imponer a dicho proveedor la sanción de inhabilitación 
definitiva en sus derechos de participar en procedimientos 
de selección, procedimientos para implementar o extender 
la vigencia de los catálogos Electrónicos de Acuerdo 
Marco y/o contratar con el Estado.

bajo tales consideraciones, los Vocales que suscriben 
el presente voto estiman que, en estricta aplicación del 
principio de legalidad, el tribunal debe aplicar —también 
directamente, como cuando se comprueba que un 
proveedor presentó documentos falsos o adulterados, a 
pesar de haber sido sancionado previamente por haber 
cometido la misma infracción o ya fue objeto de una 
inhabilitación definitiva— la sanción de inhabilitación 
definitiva si se constata que al administrado, en los 
últimos cuatro (4) años, ya se le ha impuesto más de dos 
(2) sanciones de inhabilitación temporal que, en conjunto, 
suman más de treinta y seis (36) meses; una decisión 
distinta implicaría dejar de aplicar el mandato expreso 
establecido en el numeral 50.2 de la ley.
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1 Cuyo Texto Único Ordenado ha sido aprobado mediante Decreto Supremo 
Nº 082-2019-EF.

2 Aprobado mediante el Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS.
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SUPERINTENDENCIA DEL

MERCADO DE VALORES

Autorizan difusión del Proyecto de 
“Reglamento del Sistema MVNet y SMV 
Virtual”

RESOLUCIÓN DE SUPERINTENDENTE
Nº 075-2020-SMV/02

lima, 18 de agosto de 2020

El Superintendente del Mercado de Valores

ViStOS:

El Expediente n° 2020013605 y el informe conjunto 
n° 777-2020-SMV/06/09/12 del 13 de agosto de 2020, 
emitido por la Oficina de Asesoría Jurídica, la Oficina de 
tecnologías de información y la Superintendencia Adjunta 
de investigación y Desarrollo; así como el proyecto de 
nuevo reglamento del Sistema MVnet y SMV Virtual;

cOnSiDErAnDO: 

que, mediante resolución SMV n° 010-2013-
SMV/01, se aprobó el reglamento del Sistema MVnet y 
SMV Virtual, el mismo que fue modificado por resolución 
SMV n° 030-2013-SMV/01;

que, por el Decreto Supremo nº 008-2020-SA, 
publicado el 11 de marzo de 2020, se declaró la 
Emergencia Sanitaria a nivel nacional por el plazo de 
noventa (90) días calendario, y se dictaron medidas 
para la prevención y control para evitar la propagación 
del cOViD-19; habiéndose prorrogado dicho plazo por 
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el Decreto Supremo n° 020-2020-SA, hasta el 7 de 
septiembre de 2020;

que, con el Decreto Supremo n° 044-2020-PcM, 
publicado el 15 de marzo de 2020 (en adelante, DS 044-
2020), precisado por los Decretos Supremos nº 045-
2020-PcM y nº 046-2020-PcM, se declaró el Estado de 
Emergencia nacional por el plazo de quince (15) días 
calendario, por las graves circunstancias que afectan la 
vida de la nación a consecuencia del brote del cOViD-19; 
habiéndose prorrogado dicho plazo por los Decretos 
Supremos nº 051-2020-PcM, nº 064-2020-PcM, nº 075-
2020-PcM, nº 083-2020-PcM, nº 094-2020-PcM, nº 
116-2020-PcM y por el nº  135-2020-PcM hasta el 31 de 
agosto de 2020;

que, teniendo en cuenta la coyuntura actual, y la 
necesidad de adaptarse a lo que se ha denominado “la 
nueva normalidad”, se considera conveniente revisar el 
marco legal vigente a fin de implementar cambios que 
faciliten a los ciudadanos que realizan trámites en la SMV, 
poder efectuarlos sin tener que trasladarse físicamente 
a las instalaciones de la SMV, por lo que mediante 
la propuesta normativa presentada, se fortalecen los 
Sistemas MVnet y SMV Virtual, intensificándose su uso, 
reduciendo de esta manera la necesidad de traslado del 
ciudadano a la sede institucional;

que, como resultado de la casuística obtenida 
durante la vigencia del reglamento del Sistema 
MVnet y SMV Virtual, aprobado por resolución SMV 
n° 010-2013-SMV/01, se ha observado la necesidad 
de reconocer otros casos excepcionales que la norma 
denomina “supuestos de contingencia” en los que 
razonablemente se puede reconocer el no uso del 
MVnet; lo que por predictibilidad se menciona en la 
propuesta normativa;

que, según lo dispuesto en la resolución SMV 
n° 014-2014-SMV/01, que aprueba la “Política sobre 
difusión de proyectos normativos, normas legales de 
carácter general, agenda regulatoria y otros actos 
administrativos de la SMV”, se considera necesario 
difundir, a través del Portal del Mercado de Valores, 
el Proyecto por diez (10) días calendario, a efectos de 
que el público pueda, durante dicho plazo, formular 
sugerencias y/o comentarios a la propuesta normativa; 
y,

Estando a lo dispuesto por el literal a) del artículo 1° y 
el literal b) del artículo 5 del texto Único concordado de 
la ley Orgánica de la Superintendencia del Mercado de 
Valores - SMV, aprobado por el Decreto ley n° 26126 y 
sus modificatoria; y, en uso de las facultades delegadas 
por el Directorio en sus sesiones del 17 de marzo y 17 de 
abril de 2020;

rESuElVE:

Artículo 1°.- Autorizar la difusión del Proyecto de 
“reglamento del Sistema MVnet y SMV Virtual”.

Artículo 2°.- Disponer que el proyecto señalado en el 
artículo precedente se difunda en el Portal del Mercado 
de Valores a través de la siguiente dirección: (https://www.
smv.gob.pe), a partir de la publicación de la presente 
resolución.

Artículo 3°.- El plazo para que las personas 
interesadas puedan remitir a la Superintendencia del 
Mercado de Valores sus comentarios y observaciones 
sobre el proyecto señalado en los artículos anteriores 
es de diez (10) días calendario, contado a partir del 
día siguiente de la fecha de publicación de la presente 
resolución en el Diario Oficial El Peruano.

Artículo 4°.- los comentarios y observaciones a los 
que se hace referencia en el artículo anterior, podrán ser 
remitidos a la siguiente dirección de correo electrónico: 
Pmvnetysmvirtual@smv.gob.pe.

regístrese, comuníquese y publíquese.

JOSÉ MAnuEl PESchiErA rEbAGliAti
Superintendente del Mercado de Valores
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PODER JUDICIAL

CONSEJO EJECUTIVO DEL

PODER JUDICIAL

Disponen se mantengan las medidas 
establecidas en el artículo primero 
de la Resolución Administrativa Nº 
000181-2020-CE-PJ en los juzgados de paz 
de diversos Distritos Judiciales

PRESIDENCIA DEL CONSEJO EJECUTIVO

RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA
Nº 000099-2020-P-CE-PJ

lima, 14 de agosto del 2020

ViStOS:

El Decreto Supremo nº 139-2020-PcM, publicado en 
el Diario Oficial del bicentenario El Peruano el 12 de agosto 
del año en curso; y las resoluciones Administrativas nº 
000098-2020-P-cE-PJ y nº 000215-2020-cE-PJ.

cOnSiDErAnDO:
Primero. que, por Decreto Supremo nº 008-2020-SA 

se declaró la Emergencia Sanitaria a nivel nacional, por 
el plazo de noventa días calendario, dictándose medidas 
para la prevención y control a fin de evitar la propagación 
del cOViD-19; siendo prorrogado a través del Decreto 
Supremo nº 020-2020-SA, a partir del 10 de junio de 
2020, por el mismo plazo. 

Segundo. que, el numeral cinco de la Segunda 
Disposición complementaria Final del Decreto de urgencia 
nº 026-2020, de fecha 15 de marzo de 2020, estableció que 
en el marco de la Emergencia Sanitaria declarada mediante 
Decreto Supremo nº 008-2020-SA, el Poder Judicial y 
los organismos constitucionales autónomos disponen la 
suspensión de los plazos procesales y procedimentales que 
consideren necesarios a fin de no perjudicar a los ciudadanos; 
así como las funciones que dichas entidades ejercen. 

Tercero. que, el consejo Ejecutivo del Poder 
Judicial mediante resoluciones Administrativas nº 
115-2020-cE-PJ, nº 117-2020-cE-PJ, nº 118-2020-cE-
PJ, nº 061-2020-P-cE-PJ, nº 062-2020-P-cE-PJ y 
nº 000157-2020-cE-PJ, dispuso la suspensión de 
las labores del Poder Judicial; así como los plazos 
procesales y administrativos hasta el 30 de junio de 
2020, en concordancia con el Decreto Supremo nº 094-
2020-PcM, reiterándose se mantengan las medidas 
administrativas establecidas mediante resolución 
Administrativa nº 115-2020-cE-PJ, Acuerdos nº 480 y nº 
481-2020; así como las resoluciones Administrativas nº 
0000051-2020-P-cE-PJ y nº 000156-2020-cE-PJ.

Cuarto. que, en ese contexto, mediante resolución 
Administrativa nº 000168-2020-cE-PJ de fecha 4 de junio 
de 2020, el consejo Ejecutivo del Poder Judicial aprobó 
en mérito al Acuerdo 625-2020 del 25 de mayo del año en 
curso, el Protocolo denominado “reinicio de Actividades 
de los Jueces de Paz en Aplicación de lo Dispuesto en el 
Decreto Supremo nº 094-2020-PcM”.

Quinto. que, posteriormente, mediante Decreto 
Supremo nº 116-2020-PcM se prorrogó el Estado de 
Emergencia nacional por las graves circunstancias 
que afectan la vida de la nación a consecuencia del 
cOViD-19, hasta el 31 de julio de 2020; y se estableció 
las medidas que debe observar la ciudadanía en la nueva 
convivencia Social. Asimismo, entre otras medidas, se 
dispuso el aislamiento social obligatorio (cuarentena) en 
los Departamentos de Arequipa, ica, Junín, huánuco, 
San Martín, Madre de Dios y Áncash; disponiéndose las 
medidas pertinentes mediante resolución Administrativa 
nº 000179-2020-cE-PJ.
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